
 
TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN 

SALA CIVIL 
  
Medellín, veintiséis (26) de mayo de dos mil veintidós (2.022). 
 
Magistrado: JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 
Radicado: 05001 31 03 011 2021 00459 01 
 
Asunto: Apelación de auto. 
Proceso: Rendición provocada de cuentas. 
Auto: 052 
Demandante: SANDRA XIMENA ÁLVAREZ CRESPO en nombre de sus menores 

hijos SANTIAGO, STEFANY y JUAN PABLO JIMÉNEZ ÁLVAREZ. 
Demandados: URIEL DE JESÚS JIMÉNEZ ARTEAGA y otros. 
Extracto:       El ordenamiento jurídico impone la conciliación previa como 

condición de procedibilidad, precisamente para garantizar el 
acceso a la administración de justicia. Confirma. 

 

 
ASUNTO A TRATAR 

  

 

Se resuelve el recurso de apelación formulado por la parte actora, 

contra el auto que rechazó la demanda en referencia calendado el 

primero (1°) de marzo de dos mil veintidós (2.022), proferido por el 

JUZGADO ONCE CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD de Medellín. 

 
 

ANTECEDENTES 

 

 

Dice la demanda que en relación sentimental de SANDRA XIMENA 

ÁLVAREZ CRESPO con DIDIER URIEL JIMÉNEZ ROJO, se procreó 

a los menores SANTIAGO, STEFANY y JUAN PABLO JIMÉNEZ 

ÁLVAREZ, pero el 27 de marzo de 2.021 JIMÉNEZ ROJO falleció 

dejando diversos bienes inmuebles1, de los que se afirma en la acción 

                                                 
1 Se relacionaron como tales los ubicados en la Carrera 139 # 62 D 21 del Corregimiento de 

San Cristóbal de Medellín, Calle 39 # 52 – 95 interior 1229 del municipio de Bello, Calle 
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fueron objeto de apoderamiento por los demandados, URIEL DE 

JESÚS JIMÉNEZ ARTEAGA, LUZ DARY ROJO LAVERDE y 

FRANCYS YOHENY JIMÉNEZ ROJO, quienes los administran y 

reciben los cánones de arrendamiento, por lo que se pretende que 

rindan cuentas de la “ADMINISTRACIÓN, FRUTOS Y 

RENTABLIDAD”, pues hacen parte de la masa sucesoral del causante. 

 

Mediante el auto recurrido en alzada se rechazó la demanda, tras 

considerar que la actora no aportó el requisito de procedibilidad de 

conciliación extrajudicial exigido en la providencia de inadmisión.  

 

El a quo explicó que el acta de conciliación aportada y con la cual se 

pretende cumplir la exigencia, no refiere a la discusión aquí debatida, 

es decir, si bien obra constancia de no acuerdo de una conciliación 

celebrada entre las partes, el objeto de ella difiere sustancialmente de 

la causa invocada en las presentes. 

 

Ante esa decisión la actora presentó los recursos reposición y en 

subsidio apelación, señalando que el objeto de la conciliación arrimada 

fue la entrega de los inmuebles sobre los cuales se solicita la rendición 

de cuentas, en tanto que los demandados aún continúan 

administrándolos, sin que se puede rechazar el asunto porque en el 

acta no aparece la expresión “rendición de cuentas”, debiéndose 

analizar más para evidenciar que la conciliación versó sobre el mismo 

objeto de las presentes. 

 

En decisión del 25 de abril pasado se resolvió no reponer, aduciéndose 

que no existe objeto asimilable entre la reclamación prejudicial y la 

actual pretensión; que no debe existir identidad de letra, pero sí 

identidad de los efectos, ello por la cosa juzgada y el mérito ejecutivo, 

                                                 

57 C # 82 AA 03 del Barrio “El pesebre” de Medellín, y Calle 63 # 80 A 126 del Barrio 

Olaya de Medellín. 
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y aunque existe similitud fáctica, no pasa lo mismo con las 

pretensiones, siendo una de entrega, mientras que la actual es de 

rendición de cuentas.  

 

Concedió la alzada que subsidiariamente se presentó. 

 

 

CONSIDERACIONES 

 

 

Por tratarse de una providencia apelable según lo normado en el 

artículo 321.1 del C. G. del P., se procede a resolver de plano la alzada, 

recordándose que según el artículo 90 ibídem, los recursos contra el 

auto que rechace la demanda comprenderán el que negó su admisión.  

 

También se precisa que la presente decisión atiende el principio de la 

limitación, tal como se desprende del artículo 328 del mismo 

ordenamiento procesal. En ese sentido, pese a que el asunto fue 

inadmitido por varias causales, nos pronunciamos solo frente a la que 

causó el rechazo, esto es, la carencia del requisito prejudicial de 

conciliación. 

 

Del acceso a la administración de justicia y la conciliación 

extrajudicial: 

  

La facultad ciudadana de acudir a las autoridades jurisdiccionales para 

obtener la resolución de un asunto, no puede ser obstaculizado sino en 

los casos expresamente previstos en la ley, ya que debe garantizarse 

el derecho de acceso a la administración de justicia, tal como se 

desprende del artículo 229 de la Constitución Política2. 

                                                 
2 Sobre el punto, la Corte Constitucional ha dicho, que; “El derecho a la administración de 

justicia ha sido definido por la jurisprudencia constitucional como la posibilidad 

reconocida a todas las personas residentes en Colombia de poder acudir en condiciones de 
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Sin embargo, el derecho de acceso a la administración de justicia no 

es absoluto, existen límites como son, entre otros, las formas de la 

demanda cuando se actúa mediante apoderado, el requerimiento de 

algunos anexos en determinados casos, o, la exigencia de una 

conciliación extrajudicial previa como requisito de procedibilidad, punto 

respecto al cual en juicio de constitucionalidad ha indicado:  

 

“Por ello, mecanismos como la mediación y la conciliación, más que medios 
para la descongestión judicial, son instrumentos para garantizar el acceso 
efectivo a la justicia y promover la resolución pacífica de los conflictos”. Corte 
Constitucional, sentencia C 598 de 2.011.  

 
 

Más adelante la misma providencia en cita, señaló:  

 

“La jurisprudencia constitucional ha identificado el derecho al acceso a la 
administración de justicia como un derecho de carácter fundamental que 
puede ser restringido o limitado por el legislador. Sobre el particular se ha 
señalado: 

  
““… no le asiste razón al demandante al suponer que el derecho a acceder 
a la justicia es un derecho que no admite limitaciones. El derecho a 
acceder a la justicia no es un derecho absoluto. La cuestión es más 
compleja. De lo que se trata es de determinar qué limitaciones a este 
derecho son constitucionalmente razonables y cuáles no lo son y, por lo 
tanto, deben ser excluidas del ordenamiento jurídico.” 

  
“Se ha entendido, entonces, que el legislador en materia de procedimientos 
tiene una libertad de configuración en los términos del artículo 150 
constitucional, numeral 1 y 2, en concordancia con los artículos 29,86,87,228 
y 229 constitucionales, entre otros, que lo facultan para establecer requisitos, 
tiempos, procedimientos, recursos, etc., que pueden limitar el derecho de 
acceso a la administración de justicia pero no hacerlo nugatorio, razón por la 
que se exige que las restricciones que en virtud de esa potestad legislativa 
se lleguen a imponer, deben ser proporcionales frente a este derecho 
fundamental y al principio constitucional consagrado en el artículo 238, según 
el cual lo sustancial debe primar sobre lo formal.” Cita dentro del texto, 
subrayados fuera de él. 

 

                                                 

igualdad ante los jueces y tribunales de justicia, para propugnar por la integridad del orden 

jurídico y por la debida protección o el restablecimiento de sus derechos e intereses 

legítimos, con estricta sujeción a los procedimientos previamente establecidos y con plena 

observancia de las garantías sustanciales y procedimentales previstas en las leyes”. 

Sentencia T 283 de 2013. 
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En tales términos, el legislador tiene dentro de su potestad el imponer 

exigencias para acceder a la administración de justicia, entre las que 

está, en algunos eventos, el agotamiento previo de la conciliación, 

donde ello en sí mismo no hace nugatoria tal posibilidad -el acceso-, 

sino, contrariamente y como lo ha dicho la jurisprudencia, lo garantiza.  

 

De la solución al caso: 

 

En el auto de inadmisión (15 febrero de 2.022), se exigió, entre otras, 

el requisito de procedibilidad echado de menos, lo que resulta 

razonable en los términos del artículo 38 de la Ley 640 de 2.001 

(modificado por el artículo 621 del C. G. del P.), norma concordante 

con el artículo 90.7 procesal civil, pues debe recordarse que es motivo 

de inadmisión de la demanda el que; “… no se acredite que se agotó 

la conciliación prejudicial como requisito de procedibilidad.”.  

 

Con lo anterior se observa que no hubo pifia en la inadmisión, 

justamente lo pedido tiene fundamento legal, y si bien la actora deprecó 

una medida cautelar (inscripción de la demanda), de ella desistió 

expresamente en el numeral 3° del escrito de subsanación, precisión 

esta con la que seguimos analizando la alzada. 

 

Con el fin de cumplir lo ordenado por el a quo en cuanto al requisito de 

procedibilidad, la actora dijo que se debe considerar el acta de 

conciliación adjuntada ab initio y en ello insiste vía apelación.  

 

Para resolver, en aras de obtener claridad entre lo discutido en el 

intento de conciliación y el actual proceso, se presenta el siguiente 

cuadro:  
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ACTA DE CONCILIACIÓN ADJUNTADA ACTUAL PROCESO DE 

RENDICIÓN PROVOCADA  

 
Convocantes: URIEL DE JESÚS 
JIMÉNEZ ARTEAGA, LUZ DARY ROJO 
LAVERDE y FRANCYS YOHENY 
JIMÉNEZ ROJO. 
 
 
 
Convocada: SANDRA XIMENA ÁLVAREZ 
CRESPO, en nombre de sus menores hijos 
SANTIAGO, STEFANY y JUAN PABLO 
JIMÉNEZ ÁLVAREZ. 
 
Supuesto fáctico: Muerte de DIDIER 
URIEL JIMÉNEZ ROJO y su caudal relicto. 
 
 
Pretensiones:  
 
“1. Que la Señora SANDRA XIMENA 
ALVAREZ CRESPO, en representación de 
sus tres hijos menores, reciba de manera 
inmediata los cuatro inmuebles ubicados en 
el municipio de Medellín, corregimiento de 
San Cristóbal y condicionalmente el 
apartamento ubicado en el municipio de 
Bello hasta que no se cancelen las 
obligaciones adquiridas en vida por el señor 
Didier Uriel Jiménez Rojo y se termine el 
contrato de arrendamiento del inmueble 
que habita con sus hijos la Señora Sandra 
Ximena Álvarez Crespo.” 
 
“2. En caso de la Señora SANDRA XIMENA 
ALVAREZ CRESPO desee que se le 
realice también la entrega inmediata del 
inmueble ubicado en el municipio de Bello 
deberá PAGAR DE CONTADO Y DE 
INMEDIATO la suma de VEINTITRES 
MILLONES SETECIENTOS SETENTA Y 
OCHO PESOS ($23.778.000=) a la Señora 
FRANCYS YOHENY JIMÉNEZ ROJO, 
hermana del fallecido Didier Uriel Jiménez 
Rojo.” 
 
“3. De otro lado y aprovechando la 
informalidad de la conciliación, la parte 
convocante hace una oferta de compra a la 
parte convocada de un apartamento 
ubicado en el barrio El pesebre de Medellín, 
adjudicado a la convocante en la liquidación 
de la Sociedad conyugal y donde habita 
actualmente su Señor Padre. Si la Señora 

 
Demandante: SANDRA XIMENA 
ÁLVAREZ CRESPO, actuando en 
favor de sus menores hijos 
SANTIAGO, STEFANY Y JUAN 
PABLO, todos de apellidos 
JIMÉNEZ ÁLVAREZ. 
 
Demandados: URIEL DE JESÚS 
JIMÉNEZ ARTEAGA, LUZ DARY 
ROJO LAVERDE Y FRANCYS 
YOHENY JIMÉNEZ ROJO. 
 
Supuesto fáctico: Muerte de 
DIDIER URIEL JIMÉNEZ ROJO y 
su caudal relicto. 
 
Pretensiones: 
 
1. se ordene a los señores URIEL 
DE JESÚS JIMÉNEZ ARTEAGA, 
con cédula de ciudadanía 
70.557.439; LUZ DARY ROJO 
LAVERDE, con cédula de 
ciudadanía 42.879.514 y 
FRANCYS YOHENY JIMÈNEZ 
ROJO, con cédula   de   
ciudadanía 43.878.948 RENDIR 
CUENTAS acerca de la 
ADMINISTRACIÓN, FRUTOS Y 
RENTABLIDAD producida sobre 
los bienes muebles e inmuebles 
de propiedad del señor DIDIER 
URIEL JIMÉNEZ ROJO, en 
especial sobre los apartamentos 
ubicados en el municipio de 
Medellín, en el Corregimiento de 
san Cristóbal, en la Carrera 139, 
Calle 62 d 21, un apartamento 
ubicado en el municipio de Bello 
en la calle 39 con la Carrera 52-
95, interior 1229 y los inmuebles  
ubicados  en  el  barrio  el pesebre, 
en la calle 57C Nº 82 AA 03 y en 
el barrio Olaya, Robledo 
Blanquizal de la  ciudad de  
Medellín, ubicados en la Calle 63 
Nº 80 A –126. 
 
2. “se condene en costas y 
agencias en derecho a los 
demandados.”. 
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Sandra tiene intención de vender dicho 
apartamento, los aquí convocantes están 
interesados en adquirirlo.”. 
 
El 1° de septiembre de 2.021 no hubo 
acuerdo, levantándose la correspondiente 
acta. 

  

Como se ve existen diferencias entre una y otra. Una, referente a que 

la hoy demandante no fue la convocante, en ese intento de conciliación 

actuó como convocada; sin embargo, en últimas se trata de las mismas 

partes, de ahí que ello no es la talanquera para admitir este asunto. 

 

No obstante, se destaca otra distinción que tiene la entidad de provocar 

el actual rechazo, y es aquella relativa a las pretensiones, las cuales 

ciertamente difieren unas y otras, tal como lo apuntó el a quo. 

 

Así pese a que el origen de ambas peticiones es el mismo –los bienes 

dejados a su muerte por DIDIER URIEL JIMÉNEZ ROJO-, se trata de 

pedimentos diferentes, o acaso ¿podría la actora utilizar ese intento de 

conciliación para las múltiples pretensiones declarativas que pueden 

surgir en relación al fallecimiento de aquel y sus inmuebles? 

 

Para la Sala la respuesta es negativa, verbigracia, una cosa es la 

entrega de los bienes y otra la rendición de cuentas que pueda surgir 

de su eventual administración3. Es más, si en esa ocasión hubieran 

conciliado la entrega de bienes, de todos modos la hoy actora tiene la 

posibilidad de pedir la rendición de cuentas, como en efecto lo hace. 

 

                                                 
3 Sobre la acción de rendición provocada de cuentas ha indicado la doctrina: “De manera 

que si tal proceso tiene como finalidad establecer, de un lado, la obligación legal o 

contractual de rendir cuentas, y de otro, determinar el saldo de las mismas, es indiscutible 

que uno y otro pronunciamiento cabe hacerlo en distintas fases, autónomas e 

independientes (…). La primera de naturaleza declarativa, concebida para mero declarar 

la obligación de rendirlas, porque como ya se anotó, esta surge o la impone la propia ley 

o el contrato, y la siguiente de condena, dirigida exclusivamente a establecer el quantum o 

valor de la obligación declarada en la etapa antecedente.” Corte Suprema de Justicia, Sala 

Civil, auto del 8 de noviembre de 2017, exp. AC7382-2017. rad. 1001-31-03-035-2011-

00395-01. Subraya extra texto. 
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Entonces, se tiene que la demandante no citó a conciliación sus 

actuales demandados cercenándose la oportunidad de conciliar sobre 

la actual pretensión, que difiere a lo que se discutió en su momento.  

 

La exigencia de la conciliación extrajudicial en derecho se impone 

legalmente (artículo 38 de la Ley 640 de 2.001), sin que lo mismo 

constituya un excesivo formalismo o vulnere la garantía fundamental 

de acceso a la administración de justicia, donde si en el asunto en 

estudio tal requerimiento no se agotó, el rechazo fue acertado. 

 

En tales términos, el recurso de alzada no prosperará, y en 

consecuencia, se confirmará la decisión atacada. Sin costas puesto 

que no causaron (artículo 365.8 del C. G. del P.). 

 

Por lo expuesto, el Tribunal;   

 

 

RESUELVE 

 

 

PRIMERO: CONFIRMAR el auto del primero (1°) de marzo de dos 

mil veintidós (2.022), proferido por el JUZGADO ONCE 

CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD de Medellín.  

 

SEGUNDO: Ejecutoriada la presente providencia, vuelva el 

expediente al Despacho de origen. Sin costas. 

 

Notifíquese; 

 

 

 

JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 

MAGISTRADO 


